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Ref.: Su solicitud de concepto1
Se basa la solicitud de concepto en responder varias inquietudes relacionadas con la prestación del servicio de aseo.
Antes de responder sus inquietudes, es preciso señalar que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a un derecho de petición en la modalidad de consulta, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, constituyen orientaciones y opiniones o puntos de vista de carácter general, que no comprenden la solución directa de problemas específicos, ni el análisis de situaciones particulares. 
Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero del artículo 79 de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001 esta Superintendencia no puede exigir que los actos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación, razón por la cual esta entidad no puede indicarle que mecanismos resultan convenientes para implementar con el fin de alcanzar el punto de equilibrio en la prestación del servicio de aseo, razón por la cual no responderemos el punto 4 de su solicitud. 
Hechas las anteriores precisiones, esta Oficina se pronunciará de manera general sobre los temas consultados, en los siguientes términos:
1. Al no tener el servicio de aseo un cargo fijo, que mecanismo garantiza el cubrimiento de los gastos administrativos en que incurre la empresa, cuando un usuario al manifestar que no utiliza el servicio no se le debe cobrar la tarifa, sin embargo no hay mecanismos que faciliten determinar si utiliza o no el servicio.
Debemos aclarar en relación con esta inquietud, que al servicio de aseo si le es aplicable el cobro del cargo fijo y que el mismo involucra los gastos administrativos en que incurre la empresa, como pasa a analizarse. La Ley 142 de 1994 a través del numeral 2° del artículo 90, dispone lo siguiente:
“ELEMENTOS DE LAS FORMULAS DE TARIFAS. Sin perjuicio de otras alternativas que puedan definir las comisiones de regulación, podrán incluirse los siguientes cargos:
(…) 90.2. Un cargo fijo, que refleje los costos económicos involucrados en garantizar la disponibilidad permanente del servicio para el usuario, independientemente del nivel de uso.
Se considerarán como costos necesarios para garantizar la disponibilidad permanente del suministro aquellos denominados costos fijos de clientela, entre los cuales se incluyen los gastos adecuados de administración, facturación, medición y los demás servicios permanentes que, de acuerdo a definiciones que realicen las respectivas comisiones de regulación, son necesarios para garantizar que el usuario pueda disponer del servicio sin solución de continuidad y con eficiencia. (...)” (Negrilla y subrayado fuera de texto)
Así, a través de conceptos tales como el SSPD-OJ-2009-053; SSPD-OJ-2008-826; SSPD-OJ-2008-111, SSPD- OJ- 2006- 666, la Superintendencia ha señalado que tal como lo indica la Ley 142 de 1994 en el numeral 2º del artículo 90, el cargo fijo hace parte de la fórmula tarifaría independientemente del nivel de uso del servicio, lo cual significa que el cargo fijo es cobrado a quienes cuenten con contrato de prestación de servicios públicos domiciliarios sin que para efectos de dicho cobro se tenga en cuenta la utilización efectiva del servicio, puesto que dicho cargo obedece es a la posibilidad con que cuenta el usuario para hacer uso del servicio público en el momento que así lo necesite, por lo que el cargo fijo es un costo económico asociado a la disponibilidad permanente del servicio para el usuario.
En dicho sentido, la Honorable Corte Constitucional, a través de Sentencia C-041 de 2003, al declarar exequible el numeral 90.2 del artículo 90 de la Ley 142 de 1994, indicó lo siguiente:
" (...) El concepto de gratuidad de los servicios públicos ha sido abandonado en la Constitución Política de 1991 (art. 367) y ha surgido, en cabeza de los particulares, la obligación de contribuir en el financiamiento de los gastos en que incurra el prestador del servicio dentro de los criterios de justicia y equidad (arts. 95, 367, 368 y 369 C.P.). Para determinar los costos del servicio hay que tener en cuenta una serie de factores que incluyen no sólo el valor del consumo de cada usuario sino también los aspectos económicos que involucran su cobertura y disponibilidad permanente de manera tal que la prestación sea eficiente. Precisamente con tal fin la Constitución prevé que sea la ley la que fije no sólo las competencias y responsabilidades en la prestación de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, sino el régimen tarifario, en el cual se tendrán en cuenta los criterios de costos, solidaridad y redistribución de ingresos.
Sobre el carácter oneroso de los servicios públicos, es importante recordar lo que la Corte dijo al respecto:
 

(…) "La determinación de los costos de los servicios, implica la evaluación de un conjunto de factores que va desde la cobertura y oportunidad en su prestación hasta la eficiencia y clasificación de los distintos tipos de usuarios de los mismos. Si a esto se agrega la circunstancia de que para impulsar el desarrollo de un país, se requiere que sus habitantes dispongan de agua potable, energía eléctrica, medios de comunicación, etc., se aprecia la dimensión del esfuerzo del legislador a fin de conciliar la realidad con los objetivos de justicia social que se encuentran en el origen y justificación de la organización de los servicios públicos".
Teniendo en cuenta que la prestación del servicio ha de ser eficiente y que debe respetar los principios de solidaridad y universalidad, las empresas que proporcionan el bien o servicio no pueden trabajar a pérdida, es decir, deben recuperar los costos en que incurran y asegurarse de obtener recursos para poder invertir en el mismo sector con el fin de tener unos mínimos beneficios que se traduzcan en mayor competitividad y mejores beneficios para los usuarios. De esa manera los costos fijos a los que alude la norma demandada, es decir los que reflejan los costos económicos involucrados en garantizar la disponibilidad permanente del servicio para el usuario, independiente del nivel de uso, hacen que el prestador del servicio reciba cierto dinero con el cual, dentro de la libre competencia, se logre que la empresa sea viable y garantice la disponibilidad permanente del servicio y su prestación de manera eficiente (art. 333 C.P.).
(...) La tarifa que se paga por la prestación de un servicio público domiciliario está vinculada no sólo con el nivel de consumo del usuario, sino con los costos en que incurre la empresa respectiva para poder brindar el bien o servicio en condiciones de competitividad y está determinada por el beneficio que finalmente recibe el usuario. El sólo hecho de que el prestador del servicio esté disponible para brindar el mismo genera costos, los cuales son independientes del consumo real que se efectúe. A juicio de la Corte, la norma acusada, en cuanto contempla un cargo fijo que debe pagar el usuario, no vulnera la Carta Política toda vez que tal concepto se ve reflejado en su propio beneficio, es decir en una prestación eficiente y permanente del servicio.
(…)" En este sentido, el usuario que haya incumplido con sus obligaciones contractuales o que no haya podido utilizar el servicio, no queda exonerado de realizar el pago del cargo fijo, toda vez que la empresa está disponible para la prestación del servicio y en esta medida la normatividad vigente la faculta para efectuar este cobro.
El usuario sólo estaría exonerado del cobro de cargo fijo en los casos de falla en la prestación del servicio conforme al artículo 137 de la Ley 142 de 1994 o cuando el servicio sea suspendido de común acuerdo, artículo 138 ibídem."
En cuanto a la forma como apera el cargo fijo en los servicios de acueducto y saneamiento básico, la Resolución CRA 287 de 2004, actualmente vigente, expedida por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico - CRA, señala en el artículo 2º que las fórmulas tarifarías para los servicios de acueducto y alcantarillado incluyen un cargo fijo y un cargo por unidad de consumo, y en los artículos 3° y siguientes indica la forma de calcular cada uno de ellos.
Por su parte, la Resolución CRA 151 de 2001 relativa a la “Regulación integral de los servicios públicos de Acueducto, Alcantarillado y Aseo”, en su artículo 1.2.1.1, modificado por el artículo 1° de la Resolución CRA 162 de 2001, define el cargo fijo como el “Valor unitario por suscriptor o usuario, que refleja los costos económicos involucrados en garantizar la disponibilidad permanente del servicio, independientemente del nivel de uso” . 
En este orden de ideas, independientemente de que el usuario manifieste no utilizar el servicio de aseo, es procedente el cobro del cargo fijo por la “disponibilidad permanente” que tiene de hacer uso del servicio.
2. Que tan lejana estaría la modificación de la normatividad actual respecto a la frase “servicio prestado”, “servicio cobrado”, cuando debemos saber que el servicio de aseo debería ser utilizado de manera obligatoria, pues con esto se mitigarían impactos ambientales ocasionados por muchas personas, dado que aún cuando en las fincas se utilizan los residuos orgánicos, los demás como papel, vidrio, cartón, etc., son a diario generados por la actividad humana y lo más adecuado sería disponerlos al prestador que opera en el sector de la vivienda.
De conformidad con el numeral 2.3 artículo 2º de la Ley 142 de 1994, una de las finalidades de la intervención del Estado en los servicios públicos es velar por la prestación continua e ininterrumpida de los servicios públicos, finalidad que se origina entre otras razones por el carácter de esenciales que les asignó el artículo 4º ibídem. 
 

Esa característica de esencialidad de los servicios públicos comporta que, según el artículo 136 de la ley 142 de 1994, la obligación principal de la empresa en el contrato servicios públicos sea la prestación continua.
Conforme a lo señalado, para todos los servicios públicos domiciliarios de que trata la Ley 142 de 1994 la continuidad en su prestación tiene su base en la esencialidad del servicio; para el caso particular del servicio de aseo, el artículo 112 del Decreto 1713 de 20022 3, el cual subrogó el artículo 89 del Decreto 605 de 1996, señala que la continuidad del servicio no tiene como base únicamente la razón de que sea esencial, sino que se apoya en motivos de salubridad pública y de política ambiental.
Las empresas de aseo no pueden suspender el servicio de manera temporal o definitiva, pues la naturaleza misma del servicio de aseo hace que éste, en punto del tema de la suspensión, se aparte de otros servicios (energía, agua potable, gas) en los cuales su no prestación por causa imputable al usuario no afecta a los demás miembros de la comunidad.
Por otra parte, debe advertirse que el inciso final del artículo 140 de la Ley 142 de 1994, Modificado por el artículo 19 de la Ley 689 de 2001, prevé que haya o no suspensión del servicio, la empresa puede ejercer los demás derechos que las leyes y el contrato le conceden en caso de incumplimiento. En el caso del aseo, la no suspensión por razones de orden sanitario y ambiental no impide que la empresa pueda ejercer acciones que le permitan efectuar el cobro del servicio, como por ejemplo, el cobro ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria o la jurisdicción coactiva por parte de las empresas industriales y comerciales del Estado prestadoras de servicios públicos (art. 130 de la Ley 142 de 1994).
3. Si el municipio buscara un mecanismo que identifique los usuarios que cancelan la tarifa y a estos se les garantizara continuidad en la prestación, el municipio legalmente tendría potestad de no recoger los residuos a quienes se encuentren en mora?. Tendría el municipio inconvenientes legales respecto a los problemas de salubridad pública que esto puede generar?
No es clara su inquietud en cuanto al mecanismo que identifique a los usuarios, puesto que el catastro de usuarios es un mecanismo con el cual deben contar los prestadores para determinar quienes son sus usuarios y cuáles son las condiciones de prestación del servicio de cada uno de ellos, así como para una garantía para los usuarios respecto de su prestador.
En este orden de ideas, el ejercicio de tales garantías requiere como condición previa la plena identificación de los usuarios. Así, con tal finalidad, y en consideración a un apropiado desarrollo del proceso de facturación, las personas prestadoras deben implementar el instrumento denominado “catastro de usuarios”, mediante el cual se permite la identificación de los mismos y el registro de sus datos relevantes.
En tal sentido, el Decreto 302 de 2000 dispone en su Artículo 2:
“Del registro o catastro de usuarios. Cada entidad prestadora de los servicios públicos de acueducto y alcantarillado deberá contar con la información completa y actualizada de sus suscriptores y usuarios, que contenga los datos sobre su identificación, modalidad del servicio que reciben, estados de cuentas y demás que sea necesaria para el seguimiento y control de los servicios.
La entidad prestadora de los servicios públicos de acueducto y alcantarillado, asegurará que la identificación de los inmuebles corresponda a la nomenclatura oficial.
En casos excepcionales por deficiencias o baja cobertura de la nomenclatura oficial, la entidad prestadora de los servicios públicos podrá adoptar una nomenclatura provisional.
Parágrafo. Es responsabilidad de los suscriptores o usuarios informar a la entidad prestadora de los servicios públicos de acueducto y alcantarillado cualquier cambio en las características, identificación o uso de los inmuebles a las reportadas en el momento de la solicitud de instalación de los servicios” (subrayado fuera del texto original).
En este orden de ideas, el catastro de usuarios es la relación de usuarios que cada empresa prestadora de servicios públicos domiciliarios debe administrar a efectos de realizar un adecuado cobro de los servicios públicos domiciliarios. 
Por tanto, corresponde al manejo autónomo de cada prestador su actualización. No obstante, el ejercicio de esta facultad no puede ser arbitrario, ni depender del criterio particular del prestador, razón por la cual cuando los usuarios o suscriptores informen los cambios en dicho registro, los prestadores están en la obligación de actualizarlo y dicha actividad se verá reflejada en los cobros. 
Por otra parte, el parágrafo del artículo 16 de la Ley 142 de 1994 prevé que "siempre que haya servicios públicos disponibles de acueducto y saneamiento básico es obligatorio vincularse como usuario, o acreditar que se dispone de alternativas que no perjudiquen a la comunidad”. La norma agrega que la Superintendencia de Servicios Públicos es la entidad competente para determinar si la alternativa propuesta no causa perjuicios a la comunidad.
Ahora bien, dado que el citado parágrafo hace parte del artículo 16 de la Ley 142 de 1994 relativo a la aplicación de esta Ley a los productores de servicios marginales o para uso particular, una interpretación jurídicamente viable de esa norma es que la posibilidad de desvinculación como usuario del servicio de aseo esta reservada únicamente a los productores marginales, quienes por ser personas autorizadas por la ley para prestar servicios conforme al numeral 15.2 del artículo 15 ibídem, estarían en condiciones de disponer de alternativas de prestación que no perjudiquen a la comunidad.
En el mismo sentido el Decreto 1713 citado anteriormente, dispuso en su artículo 125 dentro de los deberes de los usuarios:
“Vincularse al servicio de aseo, siempre que haya un servicio disponible, o acreditar que se dispone de alternativas que no perjudiquen a la comunidad, de acuerdo con lo establecido por la ley”. (subrayado fuera de texto)
Por lo demás, no debe perderse de vista que la cláusula vigésima primera del anexo 9 de la Resolución CRA 151 de 23 de enero de 2001, Regulación integral de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y aseo expedida por la CRA, prevé que "En todo caso, la persona prestadora exigirá una constancia de que el suscriptor o usuario pasará a otro sistema de recolección y manejo de residuos".
4. Basados en que no es fácil realizar el corte del servicio a los usuarios, quisiéramos tener claridad si en este caso se aplicaría la legislación que impide a las empresas cobrar deudas mayores de seis (6) meses, cuando no se halla generado la suspensión del mismo?
Tal como se indicó en el punto 2 del presente documento, las empresas de aseo no pueden suspender la prestación de este servicio, sea de manera temporal o definitiva, pues la naturaleza misma del servicio de aseo hace que éste, en punto del tema de la suspensión, se aparte de otros servicios (energía, agua potable, gas) en los cuales su no prestación por causa imputable al usuario no afecta a los demás miembros de la comunidad.
No obstante, el inciso final del artículo 140 de la Ley 142 de 1994, Modificado por el artículo 19 de la Ley 689 de 2001, prevé que haya o no suspensión del servicio, la empresa puede ejercer los demás derechos que las leyes y el contrato le conceden en caso de incumplimiento. En el caso del aseo, la no suspensión por razones de orden sanitario y ambiental no impide que la empresa pueda ejercer acciones que le permitan efectuar el cobro del servicio, como por ejemplo, el cobro ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria o la jurisdicción coactiva por parte de las empresas industriales y comerciales del Estado prestadoras de servicios públicos (art. 130 de la Ley 142 de 1994, Modificado por el artículo 18 de la Ley 689 de 2001).

6. Finalmente, sería oportuno recomendar a los entes de control y comisiones de regulación, que dentro de las metodologías tarifarias del servicio de aseo se incluya el cargo fijo que garantice el ingreso de los recursos básicos para el sostenimiento de los costos fijos, pues como se expuso anteriormente, los predios que se encuentran dentro de las rutas establecidas por los prestadores, deberían cancelar de manera obligatoria el servicio y dejar de perjudicar el medio ambiente con la disposición inadecuada de los residuos generales. 

Nos remitimos a la respuesta dada en el punto 1 del presente documento.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente, 
MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
1 Reparto 704 - Radicado 2010-529-0155662
Preparado por: MARIA DEL CARMEN SANTANA SUÁREZ, Asesora Oficina Jurídica
Revisado por: ANDRES DAVID OSPINA RIAÑO, Asesor Oficina Jurídica
Tema: SERVICIO PÚBLICO DE ASEO. Imposibilidad de suspensión 
2Artículo 112. Continuidad del servicio. Las personas prestadoras del servicio público de aseo deben garantizar la continuidad en la prestación del servicio para preservar la salud pública y el bienestar colectivo de los usuarios y evitar los riesgos por contaminación y no podrá suspender definitiva o temporalmente el servicio, salvo cuando existan razones de fuerza mayor o caso fortuito.
3 Por el cual se reglamenta la Ley 142 de 1994, la Ley 632 de 2000 y la Ley 689 de 2001, en relación con la prestación del servicio público de aseo, y el Decreto Ley 2811 de 1974 y la Ley 99 de 1993 en relación con la Gestión Integral de Residuos Sólidos. 
